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 Villavicencio, treinta y uno (31) de julio de dos mil veinte (2020) 

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

ACCIONANTE: ADELMO ORJUELA MOSQUERA 

ACCIONADO: MINISTERIO DE EDUCACIÓN – DEPARTAMENTO DEL 

GUAVIARE  

EXPEDIENTE: 50-001-33-33-002-2019-00260-00 

 

Encontrándose vencido el término de que trata el artículo 172 de la Ley 1437 de 

2011 – traslado de la demanda –, sería del caso entrar a fijar la audiencia inicial de 

que trata el artículo 180 ibídem, sin embargo, a causa de la pandemia del COV-

SARS 2 (Covid-19) fue decretada la Emergencia Sanitaria por parte del Ministerio 

de Salud y Protección Social, inicialmente a través de la Resolución Nº 385 del 12 

de marzo de 2020, y posteriormente prorrogada hasta el 31 de agosto de 2020 

mediante la Resolución Nº 844 del 26 de mayo de 2020, situación que generó el 

confinamiento obligatorio de los habitantes del territorio nacional, impidiéndose la 

realización de las diligencias judiciales de manera presencial, tal como se 

encontraban previstas.  

 

En armonía con estas disposiciones del Gobierno Nacional, el Consejo Superior de 

la Judicatura ha expedido los acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, 

PCSJA20-11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-

11528, PCSJA20-11529, PCSJA20-11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549 y 

PCSJA20-11556 suspendiendo los términos judiciales para trámites ordinarios, 

salvo algunas excepciones.  

 

Sin embargo, ante la necesidad de continuar garantizando el derecho de acceso a 

la administración de justicia en este contexto de confinamiento, fue expedido el 

Decreto Legislativo N° 806 del 04 de junio del 20201, en virtud del cual se impartieron 

las directrices para continuar con el trámite, entre otros, de los procesos 

adelantados ante esta jurisdicción, implementando las tecnologías de la información 

y las comunicaciones “TICs”, y en su artículo 12 dispuso que la formulación y 

decisión de las excepciones se adecuarían a las disposiciones contenidas en los 

artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso, razón por la cual, teniendo 

en cuenta que no se hace necesaria la práctica de pruebas para decidir las 

excepciones previas, y que ya se ha surtido el correspondiente traslado por 

Secretaría (fl.122), se procede a decidir lo pertinente en los siguientes términos: 

 

1. EXCEPCIONES PROPUESTAS 

 

El departamento del Guaviare propuso las excepciones de FALTA DE 

LEGITIMACIÓN PARA DEMANDAR” y “FALTA DE LEGITIMACIÓN POR PASIVA” 

(fl. 94-95); el Ministerio de Educación por su parte no dio contestación a la demanda. 

 

                                              
1 Por el cual se adoptan las medidas para implementar las tecnologías de la información y las comunicaciones en las 
actuaciones judiciales, agilizar los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica. 
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2. SUSTENTO DE LAS EXCEPCIONES 

 

2.1. Falta de legitimación para demandar: señaló que de conformidad con el 

Decreto 2418 de 2015, el personal docente de los entes territoriales no están 

consagrados como sujeto activo de la Bonificación por Servicios Prestados, y siendo 

la ley la fuente de este derecho, no le asiste facultad para solicitarlo. 

 

2.2. Falta de legitimación en la causa por pasiva: señaló que la obligación al pago 

de la bonificación solicitada recae en el Ministerio de Educación – Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, siendo este el encargado del pago de las 

prestaciones sociales del magisterio, con la creación de la Ley 91 de 1989. 

 

3. TRÁMITE SURTIDO 

 

Como se indicó en precedencia, por Secretaría se corrió traslado conforme lo 

dispone el artículo 110 del C.G.P. (fl.122) término dentro del cual la parte actora no 

se pronunció. 

 

 

4. ANÁLISIS DE LAS EXCEPCIONES PLANTEADAS 

 

4.1. FALTA DE LEGITIMACIÓN PARA DEMANDAR: teniendo en cuenta los 

argumentos expuestos para sustentar este medio exceptivo, no queda duda que en 

realidad se alude a una legitimación material en la causa, pues se pretende 

desvirtuar que a la parte actora le asiste el derecho a reclamar la bonificación por 

servicios prestados, aspecto que debe analizarse con la sentencia que ponga fin a 

esta instancia, razón por la cual, se abstendrá el Despacho de analizar la excepción 

propuesta en este momento procesal, tal como lo ha indicado la reiterada 

jurisprudencial del Consejo de Estado, al precisar que la legitimación en la causa se 

divida en legitimación de hecho y material, siendo la primera el mero acto de 

comparecer al proceso siendo demandante o demandado, en tanto que la segunda 

se refiere al derecho sustancial que se discute, lo cual debe ser analizado con la 

sentencia que ponga fin a la instancia, cuando no haya certeza de su configuración 

en la etapa primigenia.  

 

 

4.2. FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA: tal como se indicó 

en precedencia, este presupuesto ha sido analizado por la jurisprudencia desde dos 

aspectos: i) la legitimación de hecho que hace referencia al mero hecho de obrar 

dentro del proceso en calidad de demandante o demandado, una vez se ha iniciado 

el mismo en ejercicio del derecho de acción y en virtud de la correspondiente 

pretensión procesal y ii) la legitimación material que se refiere a la participación o 
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relación real que tienen las personas naturales o jurídicas, sean o no partes del 

proceso, con los hechos que originaron la demandada.2 

 

Conforme con lo anterior, se tiene que en el presente medio de control obra la parte 

actora en su calidad de docente que reclama el reconocimiento de un emolumento 

prestacional, con lo cual se acredita su legitimación en la causa de hecho por activa, 

dirigiendo dicha pretensión hacia el Ministerio de Educación – FOMAG, así como al 

departamento del Guaviare, quienes en efecto, concurrieron para controvertir dicho 

pedimento, con lo cual consolidaron su legitimación de hecho en la causa por 

pasiva; en tanto que la legitimación material corresponde a la aptitud para obtener 

el reconocimiento de la bonificación por servicios prestados por parte del extremo 

activo, y de proceder a su reconocimiento, tanto por parte del ente ministerial, como 

por el territorial, a quien también se le reclama este emolumento, situación que 

corresponde analizar en la sentencia al hacer una confrontación de las normas que 

endilgan a una y otra entidad la responsabilidad de responder por emolumentos 

prestacionales, en especial, el que se encuentra en discusión, valga decir, por un 

lado las Leyes 91 de 1989, 962 de 2005, así como el Decreto 2831 de 2005 que 

endilgan responsabilidad del Ministerio de Educación – FOMAG en toda prestación 

social que se cause a favor de los docentes nacionales o nacionalizados a partir del 

1º de enero de 1990, y por el otro, del Decreto 2418 de 2015, que reconoció la 

prestación aquí solicitada, en favor de los empleados del orden territorial, con cargo 

a los departamentos, municipios y distritos. 

 

Lo anterior va en armonía con la concepción que al respecto ha tenido el Consejo 

de Estado, al considerar que conforme a lo dispuesto en el numeral 6º del artículo 

180 del CPACA, la legitimación en la causa técnicamente no es una excepción 

previa, sino que constituye un presupuesto material de la sentencia, salvo en lo que 

respecta a la legitimación de hecho, que se refiere a la mera vinculación procesal 

del demandante y demandado al litigio propuesto, lo cual se determina al trabarse 

la Litis, de manera que la legitimación material se refiere al derecho sustancial, por 

lo cual, su ausencia no constituye impedimento para desatar el litigio, sino un motivo 

para decidirlo en forma adversa al actor.  

 

Por ello, ha sido pacífica la jurisprudencia de la alta corporación al indicar que, si 

bien en la etapa primigenia del proceso – audiencia inicial – se puede decidir esta 

excepción por expresa disposición de la norma procesal antes señalada, ello solo 

es posible cuando existe plena certeza de su configuración, de lo contrario, el 

estudio deberá abordarse en la sentencia que ponga fin a la instancia, en aras de 

garantizar el derecho de acceso a la administración de justicia.  

 
Así lo ha indicado el alto tribunal, para lo cual se permite el Despacho traer a 

colación la providencia de fecha 6 de febrero de 2020, emitida por la Sección 

Segunda – Subsección B con ponencia de la Doctora Sandra Lisset Ibarra Vélez, 

dentro del radicado 17001-23-33-000-2018-00150-01(3097-19), en la que señaló: 

                                              
2 Sección Tercera – Subsección B, auto del 20 de febrero de 2020, ponencia del Doctor Ramiro Pazos Guerrero, radicado 
25000-23-36-000-2019-00216-01(65232). 
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“Marco legal y jurisprudencial referente a la falta de legitimación en la causa por 

pasiva. 

 
14. La legitimación en la causa de conformidad al numeral 6º del artículo 180 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo es una excepción 
que técnicamente no es previa, sino que constituye un presupuesto material de la 
sentencia « […] vinculado sustancialmente al concepto “parte”, salvo en lo que tiene 
que ver con la legitimación en la causa de hecho que se relaciona con la vinculación 
procesal del demandante o demandado al litigio propuesto.»3  
 
15. La doctrina ha señalado que la legitimación en la causa hace referencia a la relación 
sustancial que debe existir entre las partes del proceso y el interés sustancial del litigio, 
de suerte que, es cuestión propia del derecho sustancial y no del derecho procesal, 
razón por la cual su ausencia no constituye impedimento para desatar el fondo del litigio 
sino motivo para decidirlo en forma adversa al actor4. 
 
16. En el mismo sentido, ésta Corporación5 la ha considerado como «la facultad que 
surge del derecho sustancial y que deben tener ciertas personas para formular o 
contradecir respecto de determinado derecho subjetivo sustancial sobre el cual versa 
la pretensión que es objeto del proceso». 
 
17. Si bien la legitimación en la causa se constituye en un presupuesto necesario para 
proferir decisión de mérito, esta Corporación ha sostenido que ello no es óbice para 
que esa circunstancia alegada, a manera de excepción, sea resuelta en esta 
oportunidad procesal, toda vez que, según las previsiones del numeral 6 del artículo 
180 del CPACA, en el curso de la audiencia inicial, el juez debe resolver acerca de las 
excepciones previas y sobre las de falta de legitimación en la causa, cosa juzgada, 
transacción, conciliación y prescripción extintiva. No obstante lo anterior, esta 
Corporación, de manera pacífica y reiterada ha señalado que «[…] si bien el juez, de 
conformidad con la disposición normativa mencionada, puede declarar la falta de 
legitimación durante el trámite de la audiencia inicial, dicha declaratoria solo podrá 
hacerse cuando tenga certeza acerca de su configuración, pues, de lo contrario, 
en aras de garantizar el derecho fundamental de acceso a la administración de Justicia, 
el estudio de ese presupuesto deberá abordarse al momento de proferir la respectiva 
sentencia.»6. (Negrillas fuera del texto original). (…)” 

 

Si bien al proponer la excepción de falta de legitimación en la causa, el 

departamento del Guaviare no especificó si se refería a la de hecho o material, de 

los fundamentos expuestos se desprende inequívocamente que pretende salvar su 

responsabilidad en el reconocimiento del derecho sustancial reclamado por la parte 

actora, razón por la cual, de acuerdo con lo expuesto, dicha situación será analizada 

con la sentencia que ponga fin a esta instancia. 

 

Por otra parte, se pasa a analizar la viabilidad de omitir la siguiente etapa procesal, 

para en su defecto, proferir fallo que ponga fin a esta instancia en los términos del 

artículo 13 del Decreto 806 de 2020, según el cual, el fallador deberá proferir de 

manera escrita sentencia anticipada antes de la audiencia inicial, cuando se trate 

de asuntos de puro derecho o no fuere necesario practicar pruebas, caso en el cual 

                                              
3 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección “B”. C.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez. Fecha: 17 de noviembre de 2016. 
Rad.: 11001-03-25-000-2009-00014-00(0410-09). 
4 Rivera Martínez, Alfonso. «Derecho Procesal Civil – Parte General y Pruebas». Ed. Leyer. Décima novena edición. Pág. 
185. 
5 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección “B”. C.P.: Sandra Lisset Ibarra Vélez. Fecha: 11 de noviembre de 2015. 
Rad.: 54001-23-33-000-2014-0089-01(2097-15). 
6 Consejo de Estado – Sección Tercera. C.P. Marta Nubia Velásquez Rico. Auto del 22 de abril de 2016. Rad. 68001-23-33-
000-2014-00734-01. 
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correrá traslado para alegar por escrito en la forma prevista en el inciso final del 

artículo 181 del CPACA. 

 

Ahora, si bien la parte actora solicita requerir pruebas documentales al 

departamento del Guaviare, encuentra el Despacho que las mismas no resultan 

necesarias de acuerdo con los hechos y pretensiones de la demanda, razón por la 

cual habrán de ser negadas, incorporando las allegadas por las partes, y se correrá 

traslado para alegar de conclusión; postura esta que fue fijada por el Consejo de 

Estado en reciente providencia sobre un caso en el que la situación procesal era 

análoga a la que nos ocupa en el presente medio de control7. 

 

Lo anterior, por cuanto se solicita en el acápite de pruebas de la demanda oficiar al 

ente territorial, para que allegue constancia de los salarios y prestaciones 

devengados por el demandante durante los años 2016 y 2017, lo cual resulta 

innecesaria teniendo en cuenta que la constancia de salarios y prestaciones tiene 

por objeto demostrar que la parte actora no devenga la prestación aquí reclamada, 

información que se desprende inequívocamente del acto administrativo 

demandado, en el que se indica que no se le reconoce por considerar la entidad 

que no tiene derecho a percibirla. 

 

De igual forma, se solicita certificado de tiempo de servicios durante los años 2016 

y 2017, lo cual sería necesario solo para efectos de cuantificar la prestación 

reclamada en caso de accederse a las pretensiones, toda vez que el Decreto 2418 

de 2015 indicó que se devengaría por cumplir un año continuo de servicios en la 

misma entidad, sin embargo, al observar el petitum de libelo incoatorio, se observa 

que la solicitud de la bonificación por servicios prestados se elevó sin especificar 

anualidades o cuantías, pidiendo simplemente su reconocimiento a partir del 

cumplimiento de un año de servicios desde el año 2016, pretensión que por la 

manera genérica en que fue planteada, implica solo estudiar si asiste el derecho 

sustantivo reclamado, y en caso de accederse, se ordenaría su pago de acuerdo a 

la situación particular del accionante, pues ni siquiera en los hechos se señalan 

anualidades o tiempos de servicio. 

  

En consecuencia el JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE 

VILLAVICENCIO,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Tener por contestada la demanda por parte del departamento del 

Guaviare, conforme al sello de recibido visible a folio 92; y tenerla por no contestada 

respecto del Ministerio de Educación. 

 

SEGUNDO: Declarar no probada la excepción de FALTA DE LEGITIMACIÓN EN 

LA CAUSA POR ACTIVA, propuesta por el departamento del Guaviare. 

                                              
7 Consejo de Estado – Sección Tercera – Subsección B, auto de fecha 16 de julio de 2020, C.P. Martín Bermúdez Muñóz, 
radicado 110010326000201700063-00 (59256). 
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TERCERO: Abstenerse de decidir en este momento procesal la excepción de 

FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA, propuesta por el 

departamento del Guaviare, la cual será decidida con la sentencia que ponga fin a 

esta instancia. 

 

CUARTO: Incorporar al expediente las pruebas documentales allegadas con la 

demanda, así como con la contestación de la misma. 

 

QUINTO: Negar la solicitud de pruebas mediante oficio al departamento del 

Guaviare, elevada por la parte actora. 

 

SEXTO: Correr traslado a las partes para alegar de conclusión por el término de 

diez (10) días, plazo dentro del cual el Ministerio Público podrá igualmente emitir 

concepto si a bien lo tiene. 

 

SÉPTIMO: En lo sucesivo, cualquier comunicación o solicitud que realicen las 

partes dentro de la presente actuación, se deberá allegar de manera virtual al 

siguiente correo electrónico del Despacho: 

j02admvcio@cendoj.ramajudicial.gov.co, o comunicación al teléfono fijo (8) 672 49 

97. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
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